	Fecha
	2 de mayo de 1961
	Sesión número
	15

	Motivo: Amparo

	Recurrente: ENRIQUE CABEZAS LÓPEZ Y CARLOS LUIS JIMÉNEZ MORA, PRESIDENTES DE LA ALIANZA EVANGÉLICA COSTARRICENSE Y DEL COMITÉ NACIONAL DE EVANGELISMO A FONDO

	Recurrido: PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA Y MINISTRO DE GOBERNACIÓN, POLICÍA, JUSTICIA Y GRACIA

	Objeto del recurso: Alegan los recurrentes que con ocasión del 70 aniversario de la fundación del Evangelismo en Costa Rica, el Gobernador de San José les concedió permiso para realizar un desfile en la Capital y a nivel nacional, el día 16 de abril. Que el 5 de abril, el Ministro de Gobernación canceló esa autorización, con fundamento en una política que tiende a evitar que se produzcan perturbaciones durante la época anterior a las elecciones, y evitar que esos movimientos de masas sean aprovechados por elementos ajenos a los organizadores con fines de perturbación o agitación.  Alegan perjuicio para el movimiento evangélico nacional y la  violación de los artículos 22, 27, 26, 28, 33, 41 y 48 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informan los recurridos que con fecha 28 de marzo, el Gobernador informó a los recurrentes que, por encontrarse en campaña política, el permiso concedido debía llevar el visto bueno del Ministerio de Gobernación, el cual solicitan mediante escrito del 5 de abril. Tal visto bueno fue denegado ese mismo día, por encontrarse el país en campaña electoral y para evitar perturbaciones y agitación que podían producirse con el desfile proyectado por los evangélicos. Que el acto que se pretende que es violatorio fue consentido de modo expreso por los recurrentes, por lo que no procede el recurso de amparo al tenor del inciso c) del artículo 3° de la Ley de Amparo. Que el recurso es también improcedente en lo que se refiere al Presidente de la República, por cuanto de su autoridad no ha emanado ninguna orden o disposición referida al desfile.  Que el artículo 76 de la Constitución Política, no ha sido violado, toda vez que ninguna disposición del Gobierno ha impedido el libre ejercicio del culto evangélico y, consecuentemente, no han sido violados tampoco los artículos 22, 26, 27, 28, 33 y 41 constitucionales.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. No procede el amparo a tenor del inciso e) del artículo 3° de la Ley de Amparo, ya que la acción que lo motiva fue consentida por los recurrentes, quienes hicieron las gestiones pertinentes ante el Ministerio de Gobernación para obtener el visto bueno requerido. El artículo 26 de la Constitución Política dispone que las reuniones que se celebren en sitios públicos serán reglamentadas por la ley; y el inciso 6) del artículo 140 de la Constitución Política impone al Poder Ejecutivo el deber de mantener el orden y la tranquilidad en la Nación, cuyo cumplimiento en ausencia de normas concretas de derecho aplicables al caso, otorga facultades discrecionales, que cuando se ejercitan con prudencia - si el desfile podía provocar desórdenes – no son arbitrarias. Los Magistrados Jacobo, Calzada, Fernández y Jiménez dieron sus razones. Los Magistrados Acosta, Sanabria y Jugo dieron sus razones.


N° 15
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día dos de mayo de mil novecientos sesenta y uno, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Valle, Quirós, Ávila, Jacobo, Soto, Trejos, Sanabria, Calzada, Fernández, Jiménez y Porter.
Artículo VII
Se conoció el recurso de amparo establecido por Enrique Cabezas López y Carlos Luis Jiménez Mora, en su calidad de Presidentes de la “Alianza Evangélica Costarricense” y del “Comité Nacional de Evangelismo a Fondo”, contra el señor Presidente de la República, y el señor Ministro de Gobernación, Policía, Justicia y Gracia, en que se alega: “Primero: Con ocasión del setenta aniversario de la fundación del Evangelismo en Costa Rica, que se cumple en el presente mes de abril, la Alianza Evangélica Costarricense tomó la determinación de efectuar una serie de eventos, encaminados todos a la celebración o conmemoración de tal suceso.  En todas las Iglesias y Templos Evangélicos del país, se celebraron servicios especiales.  En distintas regiones, tales como Nicoya, Cañas, Turrialba, Alajuela, etc., se hicieron concentraciones y desfiles por las calles, con el correspondiente permiso de las autoridades locales, y sin que se llegare a presentar o a suscitar incidente alguno con las personas o entidades de distinto credo religioso.- Segundo: Para culminar los expresados eventos, que como queda indicado, debían tener carácter nacional, principalmente en San José, tenían que celebrarse una serie de actos o servicios públicos, con la asistencia y colaboración de todas las Iglesias Evangélicas de la Capital. La celebración se clausuraría con un desfile pacífico y ordenado por algunas de las calles de San José, que vendría a finalizar en el Gimnasio Nacional en la Sabana. Y hacemos la advertencia de que con ocasión de dicha celebración, se habían cursado invitaciones a comunidades evangélicas de distintos países del Continente Americano, encontrándose actualmente en Costa Rica, es decir, en la Capital, representantes de la mayoría de esas comunidades.- Tercero: Al igual que lo veníamos haciendo en todos los demás lugares en donde celebramos eventos similares, nos apersonamos ante la Gobernación de San José, en donde se nos concedió el Permiso N° 0754, fechado el 24 de febrero del año en curso, que literalmente dice:”El suscrito, Gobernador de la Provincia de San José, concede permiso al señor Carlos Luis Jiménez, Presidente del Comité Nacional de Evangelismo a Fondo, para que el día domingo 16 de abril del corriente año, puedan efectuar un desfile, conmemorando el 70 Aniversario de la fundación del Evangelismo, con el siguiente recorrido: sale a las 10.00 a.m. del parque frente al Ferrocarril Eléctrico al Pacífico, de ahí por la calle central hasta la avenida 4, luego hasta la calle 12 siguiendo por el Paseo Colón hasta el Gimnasio Nacional. Tomen nota las Direcciones de la Guardia Civil y del Tránsito para lo del cargo de cada una de ellas. f) Carlos Lara. Gobernador de la Provincia. Ejecutivo Municipal.  Tomado nota: Dirección General de la Guardia Civil. Dirección General de Tránsito”.- Sírvanse observar los señores Magistrados, con vista de esa redacción y del documento auténtico que acompañamos, que se trata de un permiso con una autorización irrevocable, es decir, en firme, que no tenía que llevar el visto bueno del señor Ministro de Gobernación, y que, para los efectos consiguientes, tenía que ponerse en conocimiento de las Dirección General de la Guardia Civil y del Tránsito, a fin de que tomaran nota de él.- No tenía que ir en consulta el permiso ante dicho Ministerio, y aunque los actos de los Gobernadores son apelables para ante el Poder Ejecutivo (artículo 4° de la Ley de 13 de julio de 1889, página 361 de las Leyes Usuales de Casorla), lo cierto es que ninguna persona, natural o jurídica, interpuso en su contra recurso de apelación para ante el Ministerio de Gobernación indicado.- La concesión de permisos de la índole del que nos ocupa, es una atribución exclusivamente de los Gobernadores de las cabeceras de Provincias.  Ello, no obstante ser el Ministro de Gobernación el Superior inmediato y en especial, por cuanto los Gobernadores constituyen la primera autoridad civil de la Provincia de su jurisdicción, y porque las leyes en vigencia, confirmadas por la costumbre reiterada durante muchísimos años, así lo tienen dispuesto.- El Reglamento de la Policía de Orden y Seguridad No. 1 de 24 de julio de 1908, en sus artículos 117 y 118 (páginas 81 y 82 de la Colección de Leyes y Decretos), textualmente dispone: “La policía cuidará de que no salgan a la calle más procesiones religiosas que las autorizadas por ley.  En todo caso, verá que el público que las forma y los espectadores guarden la compostura debida y el respeto propio de la ocasión”. “Verá de igual modo que no se hagan reuniones políticas, electorales o de cualquiera otro género en las calles, plazas o sitios públicos, sin permiso del Gobernador de la Provincia. En el caso de ovaciones o manifestaciones, por las calles, hará guardar el orden más estricto y seguirá las instrucciones que le comuniquen sus jefes al respecto”.- Finalmente, los artículos 50 y 68 de las Ordenanzas Municipales, según Ley de 24 de julio de 1867 y sus reformas vigentes, por su orden establecen: “El Gobernador cuidará especialmente de la tranquilidad, del buen orden y de la seguridad de las personas, bienes y derechos de los ciudadanos y habitantes, del cumplimiento de la Constitución y de las leyes, de los decretos, órdenes y resoluciones del Poder Ejecutivo, de los mandamientos y sentencias de los Tribunales y Juzgados, y de todo aquello que pertenezca a la policía, seguridad y propiedad de la Provincia a su mando”. “Los Gobernadores arreglarán y presidirán todos los actos públicos y las funciones cívicas y religiosas de las Provincias, a cuyo efecto convocarán oportunamente a las personas que deben concurrir”.- Resumiendo que, si el señor Gobernador de la Provincia de San José, - dentro de sus atribuciones con exclusión de cualquier otro funcionario gubernamental -, nos concedió el permiso de referencia, que con tanta anticipación le solicitamos, y el mismo surtió efectos puesto que tan pronto lo obtuvimos, hicimos programas que se repartieron en toda la ciudadanía costarricense, y contratamos programas especiales por la radio y la televisión, etc., no hay la menor duda de que el señor Ministro de Gobernación, al cancelar, cuarenta y un días más tarde, la expresada autorización, dio base legal a este recurso de amparo, toda vez que su resolución fue violatoria del artículo 76 de la Carta Magna, en relación con los artículos 22, 27, 26, 28, 33, 41 y 48 infine de la misma Constitución Política.- Se trata, por supuesto, de un derecho adquirido por nosotros, obtenido al amparo de nuestra Constitución y de nuestras leyes vigentes, y que por consiguiente, la mencionada revocatoria del señor Ministro de Gobernación, las violó, con perjuicio indudable para nuestro movimiento evangélico nacional.-  Distinto hubiera sido, y no del todo, que el señor Gobernador de la Provincia nos hubiera denegado el permiso cuando se lo solicitamos, porque, con pretextos o sin ellos, pudo haberse opuesto, tal vez, por ser la concesión del mismo, una atribución suya.  Pero, desde el momento en que ese permiso se nos concedió, bajo ningún concepto, ni legal ni moral, se nos podía cancelar sin tomar en consideración nuestra conveniencia o nuestros intereses, porque, como en los contratos bilaterales, ninguna de las partes contratantes puede legalmente tomar una determinación unilateral, que pueda perjudicar los intereses de las demás que suscribieron la contratación.-  Cuarto: Es posible que los señores Magistrados hayan leído en la prensa nacional, el texto de la comunicación del señor Ministro de Gobernación, don Joaquín Vargas Gené.  No obstante, y sin perjuicio de acompañar, - como lo hacemos -, el documento auténtico de ese funcionario, a continuación nos vamos a permitir transcribirlo para mayor claridad y por considerarlo de beneficio para esta exposición: “Ministerio de Gobernación, Policía, Justicia y Gracia. N° 01918. San José, 5 de abril de 1961. Señor Carlos Luis Jiménez Mora. Pastor Evangélico. S.M. Distinguido señor: Este Despacho siente notificar a Ud. que no dará su aprobación al desfile proyectado por ustedes en la ciudad de San José, el día 16 de abril en curso.- La medida que se toma no es discriminatoria ni tiende en absoluto a restringir la libertad de cultos que la Constitución Política garantiza obligando a todos los funcionarios a su acatamiento. Es, por el contrario una medida de orden general y será aplicada en todo el territorio de la República, como realización de una política que tiende a evitar, hasta donde sea posible, que se produzcan perturbaciones durante la época anterior a las elecciones, así como a diferir el inicio de las actividades o agitación electoral.  El Poder Ejecutivo aplicará esa política en ejercicio de las facultades discrecionales que la ley le otorga, en el afán de que el proceso electoral próximo transcurra por los mejores cauces.- El Poder Ejecutivo sabe que el desfile proyectado por ustedes no contiene en sí mismo factores de tipo electoral.  No obstante lo anterior, la determinación general de no autorizar desfiles se mantendrá, con la sola excepción de fechas tradicionales, para evitar que esos movimientos de masas sean aprovechados por elementos ajenos a los organizadores de esos mismos movimientos con fines de perturbación o agitación.  Dentro de cuatro meses, sólo el Tribunal Supremo de Elecciones podrá autorizar desfiles en la República.  Hasta el momento, el proceso electoral se ha desarrollado de manera ejemplar y el Poder Ejecutivo siente como su obligación no dejar abierta ninguna posibilidad de que esa condición cambie, de allí que la disposición tomada sea inquebrantable e irrevocable, pues tiene asidero en la conveniencia nacional y en las leyes del país.-  Ruego a Ud. tenerme como a su muy atento y seguro servidor. f) Joaquín Vargas Gené Ministro”.-  Como pueden apreciar los señores Magistrados, la comunicación que antecede habla por sí sola, en cuanto a que la misma da los argumentos para combatirla, ya que encierra casi sólo contradicciones.  Y con el respeto que se merece el señor Ministro, pareciera que sólo se concretó a suscribirla, sin darse cuenta del texto de ella.  Habla de conveniencia nacional que de ninguna manera se podía lesionar; y de facultades discrecionales que la ley le otorga, que no existen en tratándose de un desfile como el que nos ocupa.  Afirma que procede así en relación con el próximo proceso electoral, no obstante que al mismo tiempo asegura que nuestro desfile no contiene factores de tipo electoral. Y comienza diciendo que “no dará su aprobación al desfile proyectado” por nosotros, a pesar de que no es el señor Ministro el llamado por ley a darle esa aprobación; y como si el permiso se lo hubiéramos solicitado a él. Afirma que la medida no es discriminatoria ni tiende en absoluto a restringir la libertad de cultos que la Constitución Política garantiza, obligando a todos los funcionarios a su acatamiento, En resumen, que fuera de que lesiona derechos que asegura no afectar, la verdad es que es muy difícil llegar a comprender cuál es la verdadera posición del señor Ministro.-  Quinto: la expresada comunicación del señor Vargas Gené fue recibida por nosotros el día 7 de abril en curso, y de inmediato, en la misma fecha, interpusimos recurso de revocatoria y de apelación para ante el señor Presidente de la República y para ante el Consejo de Gobierno, con la idea de agotar todos los recursos para que el Poder Ejecutivo recapacitara y regresara a los cauces de la legalidad, de la constitucionalidad, y del respeto por las libertades públicas que deben imperar en Costa Rica y a que todos estamos acostumbrados.-  El señor Presidente de la República, dando la callada por respuesta, a pesar de que el día de mañana tenía que realizarse el desfile, lo único que ha hecho es contestar distintos telegramas que al respecto le han remitido, más o menos en los siguientes términos: “…Refiriéndome su telegrama de ayer. Ruégole leer las razones que el Ministro de Gobernación dio para revocar el permiso. Atte. Mario Echandi”.-  Por lo menos, con esa redacción le contestó al Doctor Arturo Daniel Cabezas López, fechada la contestación el 10 de los corrientes.-  Y en lo que se refiere a la interpelación y recursos nuestros del día 7 del mismo mes, lo único que pudimos saber fue que el Consejo de Gobierno se había reunido el jueves último, 13 de los corrientes, y había mantenido la misma tesis negativa en examen, aunque oficialmente todavía estamos en espera de una contestación que, como costarricenses, estamos supuestos a recibir.-  El artículo 76 de la Carta Magna, citado, textualmente dice: “La Religión Católica, Apostólica, Romana, es la del Estado, el cual contribuye a su mantenimiento, sin impedir el libre ejercicio en la República de otros cultos que no se opongan a la moral universal ni a las buenas costumbres”.-  El señor Ministro Vargas Gené, aparte de que no tenía atribuciones, como queda indicado, para revocar el permiso que nos había concedido el señor Gobernador de la Provincia, puesto que no era consultable ni fue apelado para ante su Ministerio, en ningún momento ha afirmado que nuestro culto evangélico se opone a la moral universal o a las buenas costumbres.  Y como ha sido así, es indiscutible que no está ni ha estado en ningún momento autorizado constitucionalmente, para impedir el libre ejercicio en San José de ese culto, para lo cual y en lo que al desfile se contrae, ya teníamos el correspondiente permiso.- Es evidente entonces que el señor Ministro, con la aprobación del señor Presidente de la República, - contra el cual también interponemos este recurso de amparo -, ha violado el artículo 76 de la Constitución Política, al impedir el libre ejercicio del culto evangélico nuestro, con ocasión del desfile en referencia, que había de efectuarse a partir de las 9 horas de mañana Domingo.  Es indiscutible, por otra parte, que ha procedido con criterio discriminatorio, toda vez que constantemente se realizan desfiles de toda índole en el país, de carácter deportivo, de beneficencia, católicos, etc., sin que en esos casos el señor Ministro se haya opuesto en idéntica forma a como lo ha hecho con nosotros.  Hoy, precisamente, es la página 15 de la Nación, con ocasión de la Feria de las Flores, se anuncia un desfile que saldrá de San José con destino a Heredia, atravesando por las principales vías de la Capital.-   De acuerdo con el artículo 22 de la Constitución, “Todo costarricense puede trasladarse y permanecer en cualquier punto de la República…, siempre que se encuentre libre de responsabilidad…”  De conformidad con el 26 id., “Todos tienen derecho de reunirse pacíficamente y sin armas, ya sea para negocios privados, o para discutir asuntos políticos y examinar la conducta pública de los funcionarios.  Reuniones en recintos privados no necesitan autorización previa.  Las que se celebren en sitios públicos serán reglamentadas por la ley”.  El artículo 27 de la misma Carta Magna garantiza la libertad de petición, en forma individual o colectiva, ante cualquier funcionario público o entidad oficial, y el derecho a obtener pronta resolución.- Según el 28, “Nadie puede ser inquietado ni perseguido por la manifestación de sus opiniones ni por acto alguno que no infrinja la ley…”; y conforme al art. 33 ibídem, “Todo hombre es igual ante la ley”. “Ocurriendo a las leyes, todos han de encontrar reparación par las injurias o daños que hayan recibido en su persona, propiedad o intereses morales. Debe hacérseles justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes”.- Con base en todo lo expuesto, disposiciones legales y constitucionales citadas y la documentación que aportamos, y con respaldo del artículo 48 de la misma Constitución, y la ley N° 1161 del 2 de junio de 1950, interponemos recurso de amparo contra el señor Presidente de la República, Licenciado Mario Echandi Jiménez, mayor, casado, abogado y vecino de aquí, y contra el señor Ministro de Gobernación, Policía, Justicia y Gracia, señor don Joaquín Vargas Gené, mayor, casado, periodista y de igual domicilio.- Pedimos a los señores Magistrados se sirvan darle el trámite de ley a este recurso, haciendo la advertencia de que aportamos todos los originales que obran en nuestro poder, con la idea de que la tramitación sea más rápida y no se vean precisados a solicitar informes que serían innecesarios con vista de toda esa documentación”.-

Los altos funcionarios recurridos, informan: “1°.- Puede apreciarse en el libelo acusatorio que el señor Jiménez Mora, como Presidente del Comité Nacional de Evangelismo a Fondo, solicitó del señor Gobernador de la Provincia de San José permiso para efectuar un desfile el día 16 de abril, con el propósito de conmemorar, con ese acto, el 70° aniversario de la fundación del evangelismo en Costa Rica. La Gobernación de San José, por oficio N° 0754 de data 24 de febrero del año en curso, concedió el permiso requerido en los términos que se consignan en la nota que en original está anexa a este expediente.- 2°.- No es cierto, como lo afirman los recurrentes, que el permiso girado por el Gobernador de San José contuviera una autorización irrevocable, es decir, en firme, que no tuviera que llevar el visto bueno del Ministerio de Gobernación. Observen los señores Magistrados el oficio N° 1137 de 28 de marzo de este año – que pedimos se certifique y sea devuelto al Ministerio de Gobernación para sus archivos – que literalmente dice: “Gobernación de la Provincia de San José. Asunto: En relación con permiso para desfile, N° 1137, San José, 28 de marzo de 1961. Carlos L. Jiménez, Presidente Comité Nacional de Evangelismo a Fondo. Ciudad. Estimado señor: Permiso concedido a usted por este Despacho, con fecha 24 de febrero del año en curso para desfile el próximo 16 de abril, debe llevar el visto bueno del Ministerio de Gobernación y de la Dirección General de la Guardia Civil, por encontrarnos actualmente en campaña política. Carlos Lara. Gobernador de la Provincia. Ejecutivo Municipal”.- 3°.- Los recurrentes, pues, desde el indicado 28 de marzo tenían conocimiento de que el permiso concedido por la Gobernación de San José requería el visto bueno del Ministerio de Gobernación.  Contra tal disposición, no hicieron objeción alguna, ya que, por el contrario, el día 4 de abril se presentaron al despacho del suscrito Ministro de Gobernación y dejándole el original de la nota anteriormente transcrita, le pidieron poner a su pie el visto bueno en ella establecido.  El suscrito Ministro les pidió entonces hacer por escrito la solicitud verbalmente formulada y como resultado de esa gestión se presentó a su Despacho el escrito de fecha 5 de abril en curso que se acompaña, en el cual no se niegan atribuciones ni competencias al Ministerio de Gobernación y el que, por el contrario, se pide de éste dar el visto bueno a la autorización concedida por la Gobernación de la Provincia. Adjuntamos el escrito original que firma el señor Carlos Luis Jiménez Mora, como prueba de lo anterior, para que se certifique en autos y sea devuelto posteriormente a los archivos del citado Ministerio.- 4°.- Ante el pedimento de que se diera por escrito el visto bueno por parte del Ministerio, el suscrito Ministro de Gobernación remitió en la misma fecha, 5 de abril en curso, el oficio N° 1918 cuya inserción es innecesaria por encontrarse  transcrito en el recurso de amparo y su original anexado al expediente.-  Como se ve, el Ministerio de Gobernación no actuó de oficio en el presente caso, sino a gestión de parte interesada que dio por buena la condición puesta por la Gobernación de San José, y acogiéndola, al aceptarla, requirió por escrito y formalmente el cumplimiento de esa condición formal establecida.  Al contestar la gestión, el Ministro de Gobernación dio las razones pertinentes por las que no aprobaba el desfile proyectado con miras a impedir perturbaciones durante la época anterior a las elecciones.- 5° Lo expuesto indica bien a las claras que el acto que se pretende que es violatorio de derechos individuales emanado del Ministerio de Gobernación, fue consentido de modo expreso por los afectados, razón por la cual el presente recurso de amparo no procede al tenor del inciso c) del artículo 3° de la Ley de Amparo N° 1161 de 2 de junio de 1950, en lo que respecta al informante Ministro de Gobernación. Improcedente es también en lo que se refiere al suscrito Presidente de la República, por cuanto de su autoridad no ha emanado ninguna orden o disposición referida al desfile proyectado, ya que lo dispuesto por el Ministerio de Gobernación carece de recurso alguno para ante el Presidente de la República, o para ante el Consejo de Gobierno, puesto que ninguna disposición legal lo prevé y en materia de recursos ellos deben ser establecidos previamente por la ley.- 6.- Los artículos 117 y 118 del Reglamento de la Policía de Orden y Seguridad N° 1 de 24 de julio de 1908 expresamente establecen que “La Policía cuidará de que no salgan a la calle más procesiones religiosas que las establecidas por la ley.” “Así como de que no se hagan reuniones de ningún género en las calles, sin permiso del Gobernador de la Provincia.-  En cuanto a lo primero, si de lo que se trataba en la especie tenía el carácter de procesión religiosa, lo cierto es que, conforme al artículo 76 de la Constitución Política, en conexión con el decreto N° 28 del 1° de setiembre de 1884, únicamente se autorizan las previstas en el artículo 1° de este último, pertenecientes a la religión católica, apostólica y romana, que es la del Estado.  En este evento, conforme al artículo 2° del citado decreto N° 28, es el Ministro de Policía el encargado de la ejecución de tales disposiciones, y así, si de lo que se trataba era de una procesión religiosa, sólo el Ministro de Policía está en el deber de velar para que se realicen únicamente las que están autorizadas por ley, es decir, las de la Iglesia Católica.-  Pero en el caso de que se trata, es difícil concebir que se trataba de una procesión religiosa de los evangélicos, ya que ellos no tienen como rito de su secta el desfile procesional y ese acto no forma parte de su culto, considerado éste como reverente y amoroso homenaje que se tributa a una cosa en testimonio de su excelencia o como honor que se da a Dios y a los Santos. Por el contrario, son los evangélicos enemigos de las procesiones y del hecho de que ellas figuren en el culto de la Iglesia Católica, se sirven de ellos para atacarla. De tal suerte, que si la procesión no pertenece o no forma parte del culto evangélico, mal se podría pretender una violación al artículo 76 de la Carta Magna porque la negativa para efectuar el desfile conmemorativo dicho, no ha impedido, ni podía impedir, el libre ejercicio en la República del culto evangélico, lo que está garantizado y aparece en evidencia con las diversas reuniones que han tenido los evangélicos en distintos lugares, según se cita en el propio recurso, incluyendo la autorización que se les dio para usar el Gimnasio Nacional a fin de que en él se pudieran reunir por muchas fechas para hacer allí sus prédicas y llevar a cabo otros actos propios de su culto o de la conmemoración del inicio de su culto en Costa Rica.- De acuerdo con el Diccionario de la Real Academia de la Lengua, culto es el “reverente y amoroso homenaje que el hombre tributa a Dios o a los bienaventurados.  Conjunto de actos o ceremonias con que el hombre tributa ese homenaje”. Entre los actos con que los evangélicos tributan homenaje a Dios no figuran los desfiles procesionales y en dicha razón impedir un desfile, en razón de evitar las perturbaciones de cualquier índole en una época anterior a las elecciones, no puede tomarse como acto contrario a la libertad de culto. El desfile proyectado por los evangélicos no tenía, como destino rendir tributo a la divinidad, sino conmemorar un hecho humano, el aniversario de una organización, lo que está muy lejano del culto que garantizó la Constitución Política.- 7.- Tratándose, entonces, no de un acto de culto o religioso, sino de un desfile con miras a festejar el nacimiento del evangelismo en Costa Rica, como sociedad civil, justas, legales y convenientes fueron las razones y argumentos dados por el Ministerio de Gobernación en oficio 1918 de 5 de abril en curso, puesto que desfile de esa categoría puede producir perturbaciones, ya que esos movimientos de masas pueden ser eventualmente aprovechados por elementos ajenos a su organización, con fines de agitación. No debemos olvidar que ya son del conocimiento público los incidentes de carácter religioso sucedidos en el país, principalmente entre sectas protestantes o evangélicas y ciudadanos que pertenecen a la Iglesia Católica.  Así pueden apreciarlo los señores Magistrados con la lectura del editorial de Diario de costa Rica de fecha 9 de abril en curso, visible en la página segunda, cuyo número se adjunta, para que sea anexado a este expediente. También, para ilustración de los señores Magistrados, se envía un ejemplar de Diario de Costa Rica de fecha 16 de abril en curso, en el que puede verse, en la página 7, un artículo suscrito por don Carlos Manuel Reyes Zamora, refiriéndose también a esos incidentes. Habida cuenta del angustioso término de 24 horas de que hacemos uso para dar respuesta e informar a la Corte Suprema de Justicia sobre este recurso, no podemos aportar en este acto más literatura y pruebas de las perturbaciones y de la agitación que podían producirse con el desfile proyectado por los evangélicos, que es, precisamente, lo que el Poder Ejecutivo, en uso tanto de sus facultades como en cumplimiento de sus obligaciones, ha tratado de evitar.- 8.- Queda en evidencia, desde luego, que el artículo 76 de la Constitución Política, no ha sido violado, toda vez que ninguna disposición del Gobierno ha impedido el libre ejercicio del culto evangélico y, consecuentemente, no han sido violados tampoco los artículos 22, 26, 27, 28, 33 y 41 de la misma Carta porque: a) No se ha impedido a ningún ciudadano trasladarse ni permanecer en cualquier punto de la República, ya que la negativa a efectuar el desfile conmemorativo se basó en disposiciones constitucionales y legales que regulan los permisos para que esos eventos puedan efectuarse; b) Se ha reconocido el pleno derecho que tienen los evangélicos de reunirse pacíficamente, no sólo para cumplir con sus ritos y su culto en sus propios recintos privados, sino hasta para hacer concentraciones conmemorativas en sitios públicos como lo es el Gimnasio Nacional en donde han efectuado algunas concentraciones; c) No ha sido coartada la libertad de petición ni en forma individual ni en forma colectiva, como se aprecia del propio expediente, desde luego que toda petición hecha por los recurrentes les fue oportunamente resuelta y conforme a su propio pedimento; d) Nadie ha sido inquietado ni perseguido por la manifestación de sus opiniones, ya que se reitera, los evangélicos han gozado de libertad irrestricta para emitirlas y aun, oficialmente se les han otorgado privilegios y ventajas para usar en su actos instalaciones de organismos del Estado en lo que han emitido las que tiene en actos conmemorativos, bien lejano, por cierto, de su culto; e) La igualdad ante la ley no ha sido puesta en entredicho, lo que no amerita mayor comentario; f) Justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes, es precepto que no ha sido en modo alguno violado, el cual, por otra parte, será el bastión sobre el que habrá de descansar el rechazo del recurso de amparo que por este medio contestamos.-  Con base en lo aquí expuesto y citas constitucionales y legales invocadas, respetuosamente solicitamos se rechace el presente recurso de amparo.”

Previa la discusión del caso, se dispuso por unanimidad, declarar sin lugar el recurso, con base en las siguientes razones:  Se acusa la violación “del artículo 76 de la Carta Magna, en relación con los artículos 22, 26, 27, 28, 33, 41 y 48 infine de la misma Constitución Política”.  Más, como no existe quebranto alguno del primero de los citados textos, es evidente que tampoco se dan los que se acusan “en relación” con el mismo.  En efecto: I.- Fuera de toda consideración ha de quedar lo relativo al permiso original para el desfile, concedido por el señor Gobernador de San José, pues que variado por propia y posterior disposición, en el sentido de que requería ser aprobado por el señor Ministro de Gobernación, eso fue admitido por los interesados, quienes hicieron las gestiones pertinentes ante este funcionario. No procede el amparo, a tenor del inciso e) del artículo 3° de la Ley N° 1161 de 2 de junio de 1950, cuando la acción u omisión que lo motive “hubiere sido consentida de modo expreso o presunto por la persona agraviada…”
II. Parte o no, el desfile que interesa, del culto que el Estado no debe impedir conforme a la regla 76 constitucional, lo cierto es que para juzgar sobre la procedencia del amparo que al efecto se demanda, es preciso recurrir a las norma 26 de la propia Carta en cuanto manda que las reuniones que se celebren en sitios públicos, sea para asuntos de interés privado, sea para discutir cuestiones políticas y examinar la conducta pública de los funcionarios, “serán reglamentados por la ley”, a diferencia de las que se llevan a cabo en recintos privados, que “no necesitan autorización previa”.  No se invoca en el recurso, ni se tiene a la mano, ley alguna a cuyos dictados pudiera ampararse la reunión o desfile público de que se trata, que satisfechos, hubiesen obligado a permitirla.  Es preciso entonces acudir, para no citar más que disposiciones constitucionales, al aparte 6 de número 140 de la Carta, que le impone al Poder Ejecutivo el grave deber de “Mantener el orden y la tranquilidad en la Nación”.  En el cumplimiento del mismo y en ausencia de normas concretas de derecho aplicables al caso, no puede menos que pensarse en facultades discrecionales, que cuando se ejercitan con prudencia, están por entero ajenas a merecer el calificativo de arbitrarias.  Y a fe que en el caso se actuó con prudencia para satisfacer el ineludible deber indicado, por parte del señor Ministro de Gobernación, con la aprobación de señor Presidente de la República, que resulta evidente que las circunstancias y concreta del telegrama que en el recurso se transcribe y que el señor Presidente le dice a un interesado: “…Refiriéndome su telegrama de ayer. Ruégole leer las razones que el Ministro de Gobernación dio para revocar el permiso”.  De paso cabe advertir que entre las funciones precisas que al Consejo de Gobierno confía el artículo 147 de la Constitución Política, no existe la de conocer en alzada de lo resuelto por el Presidente de la República y los Ministros de Gobierno.  Y se afirma que en el caso se actuó con prudencia, porque el desfile podía provocar desórdenes, como los provocó en otros lugares, cualesquiera que sean sus responsables; la alteración del orden público podía ser de más serias consecuencias en la capital del país, dada su mayor población; a su desarrollo podían contribuir, no sólo contrapuestas ideas religiosas en gentes ayunas de prudencia y mesura, sino los conocidos problemas internacionales que tanto han exacerbado los ánimos en los últimos días, y aun, acaso como pretexto, algunas pasiones políticas que ya comienzan a alentarse con motivo de la lucha eleccionaria que se avecina.

Los Magistrados Jacobo, Calzada, Fernández y Jiménez, basaron su voto en las siguientes razones: El recurso de amparo que nos ocupa, se origina en la decisión del señor Ministro de Gobernación, Policía, Justicia y Gracia, don Joaquín Vargas Gené, contenida en la Nota N° 01918 de 5 de abril último, dirigida al señor Carlos Luis Jiménez Mora, que no concede aprobación al desfile que proyectaba el Evangelismo a Fondo para el día 16 de dicho mes.  Desfile que previamente había sido autorizado por el señor Gobernador de la Provincia de San José, según oficio N° 0754 del 24 de febrero también de este año.  Entre otros preceptos, motivando la denegatoria, dijo la disposición Ministerial, que ella se tomó con carácter de inquebrantable e irrevocable, pues tiene asidero en la conveniencia nacional y en las leyes de país”.  Siguiendo en lo posible las argumentaciones de los recurrentes, consideramos los diversos aspectos medulares planteados así:
a) Siendo el Gobernador un funcionario, Agente del Poder Ejecutivo, nombrado por el mismo y entendiéndose, en lo relacionado con el cargo, por medio del Ministro de Gobernación, es obvio que sean las decisiones de éste y no las de aquél subordinado las que prevalezcan en los correspondientes actos administrativos de su incumbencia; doctrina del artículo 47, de la Ley de Ordenanzas Municipales, N° 20 de 24 de julio de 1867 y sus reformas posteriores.  No es exclusiva la órbita ni independientes las funciones de la Gobernación Provincial, desde que ellas están centralizadas al Órgano Principal del Poder Ejecutivo. En consecuencia, de acuerdo con los principios cardinales del Derecho Administrativo, no puede establecerse que la autorización del permiso concedido por el señor Gobernador tuviera “per se” el carácter de irrevocable, ni que adquiriera firmeza, por cuanto oportunamente no fuera consultado con su Superior ni tampoco apelado.  Los actos administrativos, como el ameritado, por rozar con el orden público, están sujetos,  ya sea a constantes variantes, rectificaciones e incluso revocatoria, en virtud de imprevistas circunstancias supervinientes y es cuando entonces tiene operancia los llamados principios de oportunidad y conveniencia que deben presidir e imperar en la compleja marcha de la Administración Pública y sin que en tales eventos puedan invocarse derechos adquiridos, como en lo que es materia específica de este recurso.
b) El Desfile proyectado, conmemorativo del Setenta Aniversario de la Fundación del Evangelismo en Costa Rica, constituía un simple acto externo de mera ostentación pública, como así lo demuestra la documentación de referencia aportada al recurso, y, no el intrínseco ejercicio del culto evangélico. A juicio de los exponentes, la disposición contenida en el artículo 76 de la Constitución Política se refiere a la prohibición del Estado de intervenir exclusivamente en la regulación interna de los elementos subjetivos de cualquier culto o religión, en tanto ellos mismos no se opongan a la moral universal ni a las buenas costumbres.  Pero la regulación objetiva de cualquier manifestación externa del culto que se relacione con el orden público, potencialmente es objeto de necesaria y lícita intervención por parte del Poder Ejecutivo.  El ejercicio del culto referido en dicho texto constitucional, alude, sin duda, al rito orgánico y normal, propio y característico de cada confesión religiosa enmarcada en las condiciones previstas. De los antecedentes de autos, por la sola revocatoria del permiso al desfile por orden del Señor Ministro de Gobernación y Policía, no se vislumbra la vulneración del comentando artículo, si se toma demás en cuenta, tal como viene reconocido por los recurrentes, que con motivo de la celebración del setenta aniversario de la fundación del Evangelismo en Costa Rica, esa agrupación religiosa estuvo, con anterioridad y simultáneamente a la propia fecha señalada para el desfile, celebrando actos y reuniones, donde se desarrollaban sin interferencia del Poder Público y libremente sus prácticas comunes relativas a su propio culto, en un local cerrado como el Gimnasio Nacional.  Tales circunstancias atinentes a la misma conmemoración y contrastadas con la específica negativa del desfile público, acto este de diversa índole y regulación, demuestra que los personeros del Gobierno no procedieron con la cerrada actitud atribuida de impedir el libre ejercicio de lo que estrictamente resulta ser implicativo del verdadero culto Evangélico.
c) Los hechos narrados por los recurrentes, deben más bien enfocarse de acuerdo con las reglas sobre el derecho de reunión, contenidas en el artículo 26 de la Constitución Política, que también se cita como violado.  Los permisos para reuniones o desfiles en sitios públicos, como son las calles, no se otorgan irrestrictamente.  Faltando una reglamentación expresa, incumbe al mismo Poder Ejecutivo otorgarlo, condicionarlo o denegarlo.  Esas decisiones circunstanciales, exclusivas del resorte gubernamental, las ejercita de acuerdo con propias facultades discrecionales inherentes a su condición de administrador.  De acuerdo con la doctrina generalizada en países de raigambre democrática, incluso se considera como restricción legítima al derecho de reunión, la pretensión al uso de calles y plazas públicas de la ciudad, puesto que en realidad para el ejercicio cabal del intrínseco y principal derecho de reunión no es absolutamente indispensable la ocupación de tales sitios o lugares públicos.  Y en esos supuestos, la negativa del derecho de reunión, (desfile por calles) que equivale a una prevención, en ninguna forma significa ni implica reprimirla.  Es obvio que el Poder Ejecutivo en ningún caso, so pretexto de ejercitar irrestrictas facultades discrecionales, puede impunemente vulnerar derechos y garantías constitucionales de los gobernados ya que todas sus decisiones y actos administrativos debe necesariamente ser motivados.  En el presente diferendo traído por vía de amparo a esta Corte, aun cuando el señor Ministro de Policía consigna en el oficio N° 01918 denegatorio del permiso antes concedido para desfilar, razones inaceptables de orden electoral y una ilícita determinación generalizada en cuanto a no autorizar desfiles en el futuro, salvo los casos que  puntualiza, es lo cierto que, la decisión recaída sobre el desfile concreto que se proyectaba hacer días después, el 16 de abril, viene también calificada por el señor Ministro, como un movimiento de masas, capaz de ser aprovechado por elementos ajenos a la organización del evento con fines de perturbación o agitación. Si anticipadamente el Ejecutivo intuyó una alteración del orden público, como enfática y expresamente dice el oficio indicado con motivo de la revocatoria del permiso concedido meses antes por el señor Gobernador, y, si además como elemento objetivo de consideración y referencia se toman en cuenta los desórdenes provocados en algunos lugares de la República, con ocasión de celebrarse precisamente actos conmemorativos del setenta aniversario de la fundación del Evangelismo en Costa Rica, datos que se recogen del legajo de documentación adjunta y publicaciones insertas en la prensa nacional, concluyen estos exponentes, con forzoso criterio eminentemente jurídico, por rechazar el recurso de amparo, al no haber sido vulnerado ninguno de los artículos constitucionales citados por los recurrentes en el libelo respectivo.  Y de acuerdo con el aparte 6), artículo 140 de la Constitución Política, es deber y atribución que corresponde conjuntamente al Presidente y al respectivo Ministro de Gobierno, “mantener el orden y la tranquilidad de la Nación, tomar las providencias necesarias para el resguardo de las libertades públicas”, situaciones ambas correlativas, sin ser excluyentes que requieren previsión y equilibrio de parte de gobernantes. Advirtiéndose que, no habiendo intervenido expresamente el señor Presidente de la República en la substanciación y resolución del permiso denegado, el presente recurso de amparo que se deniega, fue conjuntamente mal planteado también contra el señor Presidente.  

Los Magistrados Acosta, Sanabria y Jugo, dieron como razones suyas las que dicen:


El presente recurso de amparo fue presentado contra el señor Presidente de la República y su Ministro de Gobernación, por cuanto se revocó un permiso concedido por el señor Gobernador de la Provincia de San José para celebrar un desfile que habría de tener lugar en esta capital el 16 de abril próximo pasado, organizado por “La Alianza Evangélica Costarricense”.  Según las propias palabras de los recurrentes, personeros de la indicada Asociación, se pretendía celebrar el setenta aniversario de la fundación del evangelismo en Costa Rica y se iba a efectuar “un serie de eventos, encaminados todos a la celebración o conmemoración del tal suceso.  En todas las Iglesias o Templos Evangélicos del país, se celebrarían servicios especiales.  En distintas regiones, tales como Nicoya, Cañas, Turrialba, Alajuela, se hicieron concentraciones y desfiles por las calles con el correspondiente permiso de las autoridades locales.”  Continúan los recurrentes expresando que “para culminar los expresados eventos, que como queda indicado, debían tener carácter nacional, principalmente en San José, tenían que celebrarse una serie de actos o servicios públicos, con asistencia o colaboración de todas las Iglesias Evangélicas de la capital. La celebración se clausuraría con un desfile pacífico y ordenado por algunas calles de la capital, que vendría a finalizar en el Gimnasio Nacional de la Sabana.  Y hacemos advertencia de que con ocasión de dicha celebración, se habían cursado invitaciones a comunidades evangélicas de distintas partes del Continente Americano, encontrándose actualmente en Costa Rica, es decir en la capital, representadas la mayoría de esas comunidades”.  En ampliación posterior, los mismos recurrentes expresan: “a partir de la fecha indicada, nuestro Comité Organizador procedió a poner en ejecución los planes y proyectos preparados con la debida anticipación.  Se hizo propaganda por la radio, la prensa, por la televisión, y mediante invitaciones personales, verbales o escritas.   Se contrató el transporte de delegaciones de otras provincias y cantones a San José para ese domingo en autobuses y con la Northern Railway Co., debido a que de la zona atlántica estaba dispuesto que vendría mucha gente al expresado evento. Se alquilaron camiones de carga para la preparación de carrozas alusivas al acto, y en general se puso en marcha la organización del desfile, con los consiguientes gastos”.  De las finalidades y alcances que tenía la concentración evangélica dan muy exacta cuenta los anteriores conceptos de los propios recurrentes.  Se puede ver de ellos que no era un simple desfile ciudadano o una reunión para examinar asuntos públicos o privados, sino una concentración de carácter netamente religioso, un acto de demostración religiosa evangélica de carácter nacional.  Y se invoca con ocasión de la revocatoria del permiso concedido por el señor Gobernador de la Provincia, para sustentar el recurso de amparo, la razón de que tal revocatoria, dictada por el señor Ministro de Gobernación, viola especialmente el artículo 76 de la Constitución Política que a la letra dice: “La Religión Católica, Apostólica y Romana, es la del Estado, el cual contribuye a su mantenimiento, sin impedir el libre ejercicio en la República de otros cultos que no se opongan a la moral universal ni a las buenas costumbres.”, lo que está haciendo es una declaración de fe religiosa católica, a la que el Estado está obligado a mantener, auxiliar y proteger; y que lo único que limita esas actividades o prerrogativas de la Religión del Estado, es el respeto o tolerancia a los demás cultos, no tratando de impedirlos, sin que tales cultos tengan los mismos derechos de la religión adoptada por el Estado.  Interpretar en distinta forma esa disposición constitucional equivale a aceptar que el Estado adopta una fe religiosa que es la que está sustentada por la casi unanimidad de los habitantes del país, que el Estad está obligado a contribuir a su mantenimiento material y moral y por otro lado permite que esa religión que adopta y hace suya y protege y mantiene, puede ser desquiciada, contrarrestada y atacada por las otras sectas religiosas contrarias a la fe nacional, para todo lo cual les da las mismas prerrogativas y derechos.  Antokoletz, comentando parecidas disposiciones en la República Argentina dice que “la Constitución Política al obligar al Estado a contribuir al mantenimiento de la Religión Católica, le impone como necesaria consecuencia el deber de protegerla legal y moralmente, velando por su fuero y dignidad”, y Casiello en la obra “Iglesia y Estado en la Argentina” expresa “que no es lícito atribuir al Constituyente la intención de haber permitido propaganda de ideas religiosas que hieren los sentimientos de la mayoría del pueblo.  Eso fuera, dice, admitir que hay autorización no sólo de neutralizar o contradecir, sino hasta de destruir lo que se tiene obligación de proteger”.  Los artículos 117 y 118 del Reglamento de Orden y Seguridad N° 1 de 24 de julio de 1908 expresamente establece que “la policía cuidará de que no salgan a la calle más procesiones religiosas que las establecidas por la ley, “refiriéndose indudablemente al artículo 1° del Decreto N° 28 de 1° de setiembre de 1884 que autoriza únicamente las del Corpus, las de la Semana Santa y la del Santo Patrono, que son las celebradas por la Iglesia Católica como religión del Estado, prohibiendo todas las demás.  No es lógico argumentar que la concentración evangélica era un “desfile” que es distinta cosa de una procesión; el carácter de procesión lo da la finalidad. El Diccionario de la Real Academia define la procesión como “acto de ir ordenadamente de un lugar a otro muchas personas con un fin público y solemne, por lo común religioso”. Y si el decreto del año 1884 prohibió todas las procesiones, excepción hecha de las que señala, por ser las de la Religión Nacional, lo hizo para actuar en armonía con el artículo constitucional que le da esa fe al Estado no obstante que ese decreto se promulgó en la época de más tirantes relaciones en Costa Rica entre la Iglesia y el Estado. La adopción por el Estado Costarricense, de la Religión Católica, Apostólica y Romana ha sido constante en todas las constituciones políticas de la República. Siguiendo la inspiración de la Constitución Política aprobada en Cádiz, España, el 18 de marzo de 1812, cuyo artículo 12 decía “La religión de la Nación española es y será perpetuamente la Católica, Apostólica, Romana, única verdadera.  La Nación la protege por leyes sabias y justas, y prohíbe el ejercicio de cualquiera otra”, el artículo 3 de la primera constitución preparada, discutida y aprobada por costarricenses, el Pacto Social Fundamental Interino de Costa Rica el 1° de diciembre de 1821, se consignó así: “La religión de la Provincia es y será siempre la Católica, Apostólica, Romana, como única verdadera, con exclusión de cualquiera otra”. Ha habido variaciones en la redacción, pero el carácter teísta y confesional del Estado de Costa Rica no ha variado en ciento cuarenta años. Y cuando se intentó variar era tradición nacional, y abandonar la simple tolerancia del Estado hacia los demás cultos, para convertirla en el principio de que “todos los habitantes de la República gozan de libertad de conciencia y del derecho de manifestar y propagar sus creencias religiosas y ejercitar el culto, individual o colectivamente, mientras no se ofendan los sentimientos morales de las sociedad” con motivo de la discusión del proyecto de Constitución Política del año 1949 a propósito del artículo 76 actual, según moción presentada por don Hernán Vargas Castro, acogiendo el artículo 51 del Proyecto de Constitución Política de 1949, redactado por la comisión respectiva, tal moción fue desechada.  Ninguna relación vemos que tenga el artículo 26 de la Constitución Política con el presente recurso de amparo.  Está invocado el artículo 76 constitucional como violado en relación con la revocatoria del permiso por parte del Ministerio de Gobernación. Y si el artículo 76 es el único constitucional que se refiere a la religión, que está en un Título aparte, el VI, y que forma un solo capítulo, a él debe concretarse la discusión tratándose de un recurso que tiene en mira reclamar la negativa de la libertad de cultos.  El artículo 26 de la Constitución Política está en el Título IV del capítulo de las Garantías Individuales y no tiene relación alguna con el 76.  Se refiere el 26 a que “todos tienen derecho de reunirse pacíficamente y sin armas, ya sea para discutir negocios privados o para discutir asuntos políticos y examinar la conducta pública de los funcionarios.  Reuniones en recintos privados no necesitan autorización previa.  Las que se celebren en sitios públicos serán reglamentados por la ley.”  De suerte que estando específicamente regulado el caso en el 76, ningún papel juega la negativa de una reunión religiosa con la aplicación del artículo 26, porque las reuniones religiosas no se regulan por las disposiciones de las demás reuniones públicas.  Dejar al Poder Ejecutivo la facultad de otorgar  denegar permisos para desfiles religiosos es muy grave, porque es poner el sentimiento religioso de la mayoría o de otros grupos humanos al vaivén de los caprichos de un Poder del Estado.  La adopción por parte del Estado de la fe religiosa Católica, Apostólica y Romana corre paralela en nuestra constitución política con la adopción por parte de la República de la fe democrática.  La Constitución Política de 1949, en su artículo 1°, dice que Costa Rica es una República democrática, libre e independiente.  No obstante la fe democrática adoptada, el espíritu de tolerancia con respecto a las demás ideas políticas, igual al espíritu de tolerancia con respecto a las demás religiones que pregona el artículo 76 Constitucional no obstante que se adopta la religión católica como religión del Estado – hizo que el legislador costarricense estampara como garantía ciudadana la que consigna el artículo 28 “de que nadie puede ser inquietado ni perseguido por la manifestación de sus opiniones ni por acto alguno que no infrinja la ley”. Sin embargo, cuando se trata ya de organizarse para la formación o funcionamiento de partidos o ideologías contrarias al sistema democrático, está la prohibición constitucional contenida en el artículo 98, porque el Estado no puede permitir que se le desquicie, contrarreste o debilite su fe política, y se derrumbe su organización democrática.  Todo por cuanto los constituyentes del año 49, más realistas, menos teóricos, vieron la verdad de que la libertad no es absoluta; que la libertad, no es un valor en sí, como lo proclamaron los filósofos y políticos del siglo XVIII, cargando de esencias afectivas la palabra libertad y dotándola de poderes mágicos, porque cabalmente como se salía del despotismo, la lucha del hombre era por librarse lo más que podía de las carlancas del Estado; los hombres vieron entonces en la libertad un valor en sí y un fin; pero la libertad no es un valor como es el bien o es la belleza, porque a más bien o más belleza es mejor; pero a más libertad la libertad se desmejora porque se cae en el libertinaje o la anarquía y la libertad se muere por sí misma.  La libertad no es un fin sino que es un medio, para la consecución de valores eternos, como la cultura, la dignidad humana, el progreso de la humanidad; y entonces se ve que no hay libertad contra la libertad y que la libertad tiene el derecho de la legítima defensa.  Por eso la libertad no es absoluta ni con respecto a la religión ni con respecto a la democracia, aunque es natural que los enemigos de la democracia invoquen la libertad cabalmente para asesinar la democracia.
